Nº_390_ En la ciudad de Resistencia, capital de la Provincia del Chaco, a los                  treinta días del mes de octubre del año dos mil ocho, reunidos en Acuerdo los señores Ministros integrantes de la Sala Primera Civil, Comercial y Laboral del Superior Tribunal de Justicia, RAMÓN RUBÉN ÁVALOS y ROLANDO IGNACIO TOLEDO, como jueces de primer y segundo voto, respectivamente, tomaron en consideración para resolver el presente expediente: “CAJA MUNICIPAL DE LA CIUDAD DE RCIA. C/ SANCHEZ, MIGUEL ANGEL; MARTOS, ARMANDO RAUL Y ALFONSO, JORGE RUBEN S/ JUICIO EJECUTIVO”, N° 64.261, año 2008, venido en apelación extraordinaria en virtud del recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 248/259 vta..

C  U  E  S  T  I  O  N  E  S




I.- ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad deducido en autos?




II.- En su caso, ¿qué pronunciamiento corresponde dictar?

I.- A LA PRIMERA CUESTIÓN EL SR. JUEZ RAMÓN RUBÉN ÁVALOS, DIJO:




1.- Acceden las presentes actuaciones a conocimiento y decisión de este Tribunal en virtud del recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 248/259 vta. por la ejecutante, contra la sentencia dictada por la Sala Segunda de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de esta ciudad, que obra a fs. 236/239 vta..




A fs. 266 se radica la causa ante esta Sala Primera Civil, Comercial y Laboral del Superior Tribunal de Justicia, la que se integra con los suscriptos.




A fs. 272 y vta. emite su dictamen N° 486/08 el Sr. Procurador General, llamándose autos para sentencia a fs. 273, lo que deja la cuestión en estado de resolver.




2.- En el análisis de la concurrencia de los extremos que habilitan esta instancia extraordinaria, encuentro reunidos los de interposición en término, legitimación para recurrir, sentencia definitiva y oportuno planteo de la cuestión constitucional.

Liminarmente he de señalar, respecto a la impugnabilidad de la decisión, que lo resuelto en autos refiere a cuestiones de naturaleza procesal y de derecho común, razón por la cual -como tiene dicho reiteradamente este tribunal- es ajeno a la vía extraordinaria, por no guardar relación directa e inmediata con norma constitucional alguna. Por lo tanto, la procedencia del recurso de inconstitucionalidad en esta materia está supeditada a la demostración de la existencia de un vicio de naturaleza tal, que descalifique lo decidido con base en la doctrina de la arbitrariedad (conf. Sent. Nº 362/96, entre otras).




En orden a la temática traída a revisión, particularmente ha sentado la Corte Suprema de Justicia de la Nación que “Si bien la resolución que declara producida la prescripción es equiparable a la sentencia definitiva, pues pone fin al pleito e impide su continuación causando un gravamen de imposible reparación ulterior, la materia resuelta es extraña al recurso del art. 14 de la ley 48 …, ya que se limita a la aplicación de normas de derecho común.” (CS, 1988/08/16-Olivares, Jorge A. c. Estado Nacional, La Ley, 1989-B,81-DJ, 1989-1-241-JA, 1988-III-93, cit. en “Recurso Extraordinario”, Manuales de Jurisprudencia, La Ley, num. 4372, p. 722). En el mismo lineamiento señaló que “Lo resuelto acerca de la interrupción del curso de la prescripción liberatoria, sobre la base de la exégesis acordada al art. 3987 del Código Civil y del análisis de las circunstancias particulares del proceso, remite al examen de cuestiones de hecho y de derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas, como regla, a la instancia extraordinaria.” (Fallos 301:128).




Ello sentado, corresponde ingresar al examen de los agravios que motivan el presente recurso extraordinario, a fin de determinar si en el caso se da el supuesto de excepción que permita apartarnos de la regla antes expuesta. 




Sostiene la parte recurrente que el fallo de Cámara no constituye derivación razonada del derecho vigente en base a las constancias de la causa, habiendo el Tribunal incumplido con la exigencia de efectuar una adecuada fundamentación. Destaca en primer lugar la errónea interpretación de las normas que componen el instituto de prescripción apartándose de lo estatuido en el art. 96 dentro del plexo del Decreto 5965/63. Señala que la arbitrariedad se identifica en el sub judice con la sustitución de la ley por la sola voluntad del magistrado, pues si bien el juez es soberano en la apreciación y aplicación del derecho, tiene como límite el deber de no dictar una sentencia arbitraria. Reprocha la decisión de la Cámara en tanto surge del propio instrumento cartular que al ser presentado a su cobro el 10/04/00, el presente pagaré habría prescripto pasado los tres años y un día, interpretándose incorrectamente la normativa, al no adicionársele el año de presentación al cobro. 




Agrega que el fallo recurre a una elaboración insustentable que desconoce los claros preceptos normativos estatuidos en el Decreto 5965/63 respecto al alcance y plazo a computar en el instituto de la prescripción liberatoria legislado en el art. 96 del citado texto legal.




Tras el análisis de los agravios precedentemente sintetizados, dejo anticipado mi voto por el rechazo del recurso incoado, en sentido coincidente con el dictamen emitido por el Sr. representante del Ministerio Público.




Ello así, en tanto que para arribar la Alzada a la conclusión que debía confirmarse el decisorio del inferior que admitió la excepción de prescripción impetrada por el codemandado Armando Raúl Martos, inicialmente encuadra jurídicamente la cuestión en el art. 96 del Decreto 5965/63, que establece el termino de prescripción en tres años; desde la fecha del vencimiento, reseñando que en el caso se trata de un pagaré a la vista produciéndose el vencimiento al momento de la presentación al cobro, recaudo que debe efectuarse en el plazo de un año de su creación, principiando el plazo de prescripción a partir de esta última fecha. Posteriormente meritó que de “…las constancias emergentes de la causa, surge que el título base de la acción consiste en un pagaré a la vista…librado en fecha 02/12/98 en el cual, si bien se amplia el plazo de presentación para el pago hasta el 10/04/03, fue presentado el 10/04/00, iniciándose a partir de allí el cómputo del plazo de prescripción, habiendo operado la misma el 10/04/03.” (fs. 237 vta.). Y ponderando, entonces, que a pesar de haberse acordado la ampliación referida, no se hizo uso de dicha facultad, determina la fecha de vencimiento del título con la presentación del mismo en fecha 10/04/00, oportunidad en que se inicia el cómputo de la prescripción trienal y no la interrupción de la misma tal como lo expresa la recurrente.




Siendo estos los argumentos que vertebran el fallo de Alzada, se observa que las quejas esbozadas por la actora sólo reflejan la discrepancia que le genera el trato acordado y la solución impresa por las sentenciantes a la cuestión litigiosa, quienes al brindan a una solución que no resulta sino la aplicación de la normativa que rige la materia específica, en adecuada relación con los antecedentes actuariales que presenta.




En efecto, el art. 96 del Decreto 5365/63 establece que el plazo de prescripción es de tres años, indicando como inicio del cómputo, la fecha de vencimiento. Siendo así emerge del título que se ejecuta que en el pagaré se halla consignado el vencimiento “a la vista”, lo que determina que el mismo se configura en oportunidad de ser presentado al pago, punto de partida a efectos de contabilizar el término de prescripción, circunstancia que en el caso operó el 10/04/00, en tanto se pactó en el título de mención una ampliación del plazo de presentación que supera aquel establecido por el art. 36 2ª parte del Decreto 5965/63. 




En situación que exhibe analogía con el caso de marras se doctrinó que “El punto de partida de la prescripción es, en todos los casos, la fecha de vencimiento de la letra, sea ésta inicial o haya sido prorrogada. Si la letra es a la vista, la prescripción corre desde el día de la presentación. Si la letra no se hubiera presentado con anterioridad a la expiración del termino indicado por el librador, el plazo de prescripción se contará a partir del año de creación, salvo que el librador hubiera fijado un plazo, en cuyo caso se computa desde éste.” (conf. Williams, Jorge N. “Acciones Cambiarias”. Bs. As. Ed. Universitas S.R.L. Cuadernos El Derecho 1978, p. 137, citado por Digesto Práctico LA LEY, procesos de ejecución y títulos valores 1ª edición parag. 2326.




Mediando, pues, sujeción a la normativa que rige la cuestión a partir de los extremos verificados en la causa, en modo alguno cabe descalificar lo resuelto por la Cámara, máxime que el ataque que intenta el recurrente entraña una mera contradicción al análisis desarrollado en el fallo y que -a todo evento- el tratamiento profuso de los reproches que se denuncian omitidos no haría variar la suerte del litigio. 




Lo hasta aquí expuesto, disipa cualquier imputación de arbitrariedad o de falta de fundamentación o tratamiento de alguna cuestión, cobrando vigencia lo resuelto por la Corte Suprema en el sentido que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es de resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestra un notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamentación, toda vez que no pretende convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, o que se reputan tales, desde que sólo tiende a cubrir defectos realmente graves de fundamentación o razonamientos que impiden considerar la sentencia dictada como acto jurisdiccional (Fallos 331:1218; 302:818, cit. por esta Sala en Sent. Nº 366/96).




Por las razones que anteceden, cabe el rechazo del recurso del epígrafe, votando negativamente a esta primera cuestión. ASÍ VOTO.

I.- A LA PRIMERA CUESTIÓN EL SR. JUEZ ROLANDO IGNACIO TOLEDO, DIJO:




Coincidiendo con los fundamentos y la solución propuesta en el voto que antecede, adhiero al mismo y emito el propio en idéntico sentido. ES MI VOTO.

II.- A LA SEGUNDA CUESTIÓN EL SR. JUEZ RAMÓN RUBÉN ÁVALOS, DIJO:




Atento la conclusión arribada al tratar la primera cuestión, propongo se desestime el recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 248/259 vta. por la parte actora, contra la sentencia dictada por la Sala Segunda de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de esta ciudad, que obra a fs. 236/239 vta..




Las costas de esta instancia, dado el resultado del recurso y lo dispuesto por el art. 68 del CPCC, deberán imponerse a la recurrente.




A los fines de la regulación de los honorarios profesionales se tienen en cuenta las pautas de los arts. 3, 5, 6, 7 y 11 de la ley arancelaria en vigencia, tomando como plataforma de cálculo el monto reclamado, al que se adicionan -a este exclusivo efecto- los intereses acorde tasa que para uso de justicia se suministra periódicamente. Efectuados los cálculos pertinentes, se regulan los honorarios profesionales de la abogada Patrticia Bártoli en las sumas de PESOS TRESCIENTOS NUEVE ($309,00) y de PESOS CIENTO VEINTITRES ($123,00), como patrocinante y apoderada. ASÍ TAMBIÉN VOTO.

II.- A LA SEGUNDA CUESTIÓN EL SR. JUEZ ROLANDO IGNACIO TOLEDO, DIJO:




Con arreglo al resultado de la votación efectuada con motivo de la primera cuestión, adhiero también a la propuesta del colega preopinante respecto de la presente, adhesión que abarca asimismo lo relativo a imposición de costas y regulación de honorarios profesionales. ES TAMBIÉN MI VOTO.




Con lo que no siendo para más, se dio por finalizado el Acuerdo que antecede firmando los Señores Magistrados presentes, todo por ante mí de lo que doy fe.











             SI-

//GUEN FIRMAS. 

      ROLANDO IGNACIO TOLEDO




RAMON RUBEN AVALOS

                          Juez






           Presidente

          Sala 1ra. Civ., Com. y Lab.




Sala 1ra. Civ., Com. y Lab.

 SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA



         SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

MARIA OLGA ALLEVI

Abogada Secretaria

Sala 1ra. Civ., Com. y Lab.

      SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

S  E  N  T  E  N  C  I  A

N°_390                                       RESISTENCIA,   30      octubre de 2008.

AUTOS Y VISTOS:




Los fundamentos del Acuerdo que antecede, la Sala Primera Civil, Comercial y Laboral del Superior Tribunal de Justicia,

R E S U E L V E:




I.- DESESTIMAR el recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 248/259 vta. por la parte actora, contra la sentencia dictada por la Sala Segunda de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de esta ciudad, que obra a fs. 236/239 vta..




II.- IMPONER las costas de esta instancia a la recurrente vencida.




III.- REGULAR los honorarios profesionales de la abogada Patricia Bártoli en las sumas de PESOS TRESCIENTOS NUEVE ($309,00) y de PESOS CIENTO VEINTITRES ($123,00), como patrocinante y apoderada.




IV.- REGÍSTRESE. Protocolícese. Notifíquese. Remítase oportunamente la presente, por correo electrónico, a la Sra. Presidente de la Sala Segunda de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de esta ciudad y a la Sra. Presidente de dicha Cámara, dejándose por Secretaría la respectiva constancia. Oportunamente bajen los autos al Juzgado de origen.

ROLANDO IGNACIO TOLEDO



RAMÓN RUBÉN ÁVALOS

                  Juez  




                            Presidente


    Sala 1ra. Civ., Com. y Lab.



                  Sala 1ra. Civ., Com. y Lab.

             SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

                           SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

MARIA OLGA ALLEVI

Abogada Secretaria

Sala 1ra. Civ., Com. y Lab.

  SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA

